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Exp. 744/2018-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA.
SEGUNDA SALA UNITARIA


	EXP. 744/2018


	SENTENCIA DEFINITIVA



	ACTOR: **********

	AUTORIDAD DEMANDADA: ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE,  ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSI Y SOLEDAD DE GRACIANO SANCHEZ



	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.




San Luís Potosí, S. L. P., a ocho de noviembre del dos mil dieciocho.

VISTO para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 744/2018 promovido por el C. ********** contra actos emitidos por el ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSI Y SOLEDAD DE GRACIANO SANCHEZ.
RESULTANDO
I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el doce de septiembre de dos mil dieciocho, la C. **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por el ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSI Y SOLEDAD DE GRACIANO SANCHEZ, por los actos que a continuación se precisan:

“…ÚNICO- EL COBRO EXCESIVO QUE SE PRETENDE POR PARTE DE LA AUTORIDAD I.N.T.E.R.A.P.A.S., POR MEDIO DEL RECIBO DEL AGUA CORRESPONDIENTE AL PERIODO DE 06-07/2018 EMITIDO POR ESTA AUTORIDAD POR CONCEPTO DE AGUA POTABLE, DRENAJE, TRATAMIENTO E IVA, POR LOS MOTIVOS QUE MÁS ADELANTE EXPONDRÉ…”
Admisión de demanda y suspensión
II.- Por auto de fecha trece de septiembre de dos mil dieciocho, se tuvo por admitida la demanda de la C. **********, en contra del  Organismo Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, motivo por el cual se ordenó que se corriera traslado a la autoridad demandada, emplazándola para que dentro del término de diez días manifestara lo que a su derecho conviniera, apercibida que en caso de no hacerlo, se declararía por precluido el derecho correspondiente y se le tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.
Por otra parte, se procedió a conceder la suspensión, para el efecto de que la Autoridad demandada no suspendiera, ni restringiera el servicio de agua potable en el domicilio de la parte actora.

Contestación de demanda y admisión de pruebas

III.- Por auto de fecha tres de octubre de dos mil dieciocho, se tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda, por lo que se ordenó con la copia simple del escrito de contestación, se corriera traslado a la parte actora por el término de cinco días para que manifestara lo que a su derecho conviniera.

Así mismo, se tuvo a la parte actora por admitidas como pruebas;
· Original del estado de cuenta con número de folio **********, emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez;
·  Copia simple de la credencial para votar expedida a favor la actora por el Instituto Nacional Electoral;
· Presuncional legal y humana e instrumental de actuaciones; 
A la autoridad demandada se le admitieron las siguientes pruebas:

· Copia certificada del nombramiento expedido por el Director General de Organismo INTERAPAS, a favor del Licenciado José Herminio Gallardo Báez, de fecha veinticinco de febrero de dos mil dieciséis, con el cual la autoridad demandada justifica la personalidad con la que comparece a juicio.

· copia certificada de las hojas de trabajo para la toma de lecturas del grupo de facturación ********** sector ********** ruta **********; que detalla en el punto 2 del capítulo de pruebas en el oficio de contestación de cuenta,

· Presuncional legal y humana e instrumental de actuaciones.

Finalmente  se fijaron las diez horas del dieciséis de octubre de dos mil dieciocho para el desahogo de la audiencia de ley.

Audiencia

IV.-
En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, y el Secretario certifico la inasistencia de las partes; en el desarrollo de la misma se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron; acto seguido se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que no se formularon por ninguna de las partes, finalmente se citó para resolver.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I y III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
La personalidad de la Actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, acreditando su interés jurídico de conformidad con el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, quien exhibió la documental consistente en el original del recibo con folio **********, del Contrato **********, respecto del periodo de facturación 06-07/2018.
Documento fundatorio visible en foja 09 de los autos aportado por la demandante en términos del artículo 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, y que se le otorga valor probatorio pleno que le confiere el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Que si bien el estado de cuenta no fue expedido a nombre de la actora, lo cierto es que en el escrito de demanda la C. **********afirma ser poseedora del inmueble **********, que es el mismo que corresponde al recibo, y esta afirmación no fue controvertida por la parte demandada, por lo que se tiene por cierto.

La autoridad demandada, justificó debidamente su personalidad y legitimación en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en virtud de que el Organismo Intermunicipal INTERAPAS, compareció por conducto del Licenciado **********, Apoderado Legal de dicho Organismo; acompañando copia certificada del nombramiento de fecha veinticinco de febrero de dos mil dieciséis, la cual se localiza en foja 24 de este expediente.

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en dilucidar la legalidad o ilegalidad de la determinación de la contribución relativa al pago del derecho por servicio de agua potable, contenida en el estado de cuenta con el número de folio **********, y respecto del periodo de facturación 06-07/2018, por la cantidad de **********, emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez.

CUARTO.- Previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala procede a analizar si en el expediente en que se actúa se actualiza alguna de las causales de improcedencia o de sobreseimiento, ya sea que las partes lo aleguen o no, por tratarse de una cuestión que debe examinarse de oficio, prevista por los a artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado, habida cuenta que, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose de resolver sobre el fondo de la controversia.

Resulta aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en materia Administrativa del Primer Circuito: Registro No. 221332. Localización: Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. VIII, Noviembre de 1991. Página 185. Tesis Aislada. Materia(s): Administrativa.
“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia.”
En ese tenor; de acuerdo a lo que ordena el artículo 228, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado, la Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia, sin embargo no encontró ninguna que hacer valer, por lo que resulta procedente el análisis de los conceptos de impugnación planteados por la parte actora.

QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en fojas de la 02 a la 07 de los autos, argumentos que no se transcriben y, por economía procesal, se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan sus efectos legales a que haya lugar.

Al respecto, es aplicable la Tesis de Jurisprudencia 58/2010, aprobada por la Segunda Sala de nuestro Alto Tribunal, el doce de mayo de dos mil diez, visible conforme a los datos y rubro siguientes: Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencias, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830.
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer..- Contradicción de tesis 50/2010. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo del Noveno Circuito, Primero en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito y Segundo en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer Circuito. 21 de abril de 2010. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Arnulfo Moreno Flores.”

SEXTO.- Como quedó reseñado en el considerando tercero de la presente resolución el acto impugnado es determinación de la contribución relativa al pago del derecho por servicio de agua potable, contenida en el estado de cuenta con el número de folio **********, y respecto del periodo de facturación 06-07/2018, por la cantidad de **********, emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, cuyo original se localiza a fojas 09, del expediente en que se actúa, documental que fue ofrecida por la parte actora, en cumplimiento a lo dispuesto en los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Bajo ese tenor, resulta pertinente realizar la digitalización del acto impugnado, mismo que se realiza a continuación:

Digitalización del documento
Ahora bien, la parte actora en su escrito inicial de demanda hace valer un concepto de impugnación, el cual se sintetiza de la siguiente manera:

Que el acto impugnado viola los artículos 14 y 16 Constitucionales, pues carece de fundamentación y motivación como lo señala el artículo 164 fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que la autoridad demandada no indica los elementos, parámetros y procedimientos que tomo en cuenta para imponerlo, por lo que al ser omiso en fundamentar y motivar el acto lo deja en estado de indefensión para poder argumentar o inconformarse por el cobro de los conceptos y del supuesto adeudo.

Que dicho acto resulta ilegal e injusto, y transgrede su garantías constitucionales por lo que solicita su nulidad y consecuentemente el cobro real a pagar por consumo de agua potable para uso doméstico.
A juicio de esta Sala Unitaria, el concepto de impugnación que en este acto se analiza, resulta ser parcialmente fundado, ello es así en razón de que como dice la demandante, el recibo que nos ocupa, incumple con lo previsto en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en virtud de que el acto impugnado carece de los elementos de debida fundamentación y motivación que deben revestir los actos decisorios de la autoridad y, es omiso, en el cumplimiento de los requisitos formales exigidos por las leyes aplicables.

Lo anterior es así, toda vez que del análisis efectuado al acto que se impugna, si bien es cierto que contiene una serie de artículos y ordenamientos legales, también lo es que los mismos tienen relación con la competencia territorial y atribuciones de cobro del Organismo INTERAPAS, sin que con ello sea suficiente para fundar y motivar el cobro de los diversos conceptos incluidos en el recibo de que se trata; por lo que resulta insuficiente su fundamentación y motivación, pues no señalan las tres últimas lecturas realizadas en el medidor de la parte actora, que sirvieron de base para determinar el promedio de toma; las operaciones, cálculos y demás datos relacionados con la forma en que llevó a cabo la determinación de las cantidades correspondientes al servicio de agua potable, drenaje y tratamiento; tales como las cuotas y tarifas de vigencia anual, ello para poder tener certeza de cual tarifa es la que se le debe de aplicar, así como en relación al adeudo que se señala en el acto impugnado, de igual manera como se integra dicho adeudo, que meses, conceptos, y montos corresponden.
Los requisitos de la debida fundamentación y motivación que se deben hacer constar en todos los actos de autoridad; son en el caso que nos ocupa, los siguientes: 

a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables; 

b).- Los preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto; y 

c).- Las circunstancias especiales, razones particulares inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, elementos y requisitos que son indispensables para que el acto sea jurídicamente motivado y válido en contenido y ejecución.

Sirve de apoyo a lo anterior, la Tesis de Jurisprudencia número VI. 2o. J/248, emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, localizable de acuerdo con los datos y rubro siguientes: Época: Octava Época, Registro: 216534, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Núm. 64, Abril de 1993, Materia(s): Administrativa, Tesis: VI. 2o. J/248, Página: 43.

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado. …”

Así como la Tesis de Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, localizable de acuerdo a los datos y rubro siguientes: Séptima Época, Registro: 394216, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte SCJN, Materia(s): Común, Tesis: 260, Página: 175.

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas. …”

Por lo que, es incuestionable que la autoridad demandada fue omisa en fundar y motivar la procedencia de cobro del período facturado 06-07/2018, y demás conceptos de pago que se establecen a cargo del actor como usuario del servicio de agua potable, en términos de los artículos 14 y 16 Constitucionales, Ley de Aguas del Estado y Ley de Cuotas y Tarifas de vigencia anual, incumpliendo además, con los elementos y requisitos para la exigencia del acto, ya que no se señalan las tres últimas lecturas realizadas en el medidor de la parte actora, que sirvieron de base para determinar el promedio de toma; las operaciones, cálculos y demás datos relacionados con la forma en que llevó a cabo la determinación de las cantidades correspondientes al servicio de agua potable, drenaje y tratamiento; tales como las cuotas y tarifas de vigencia anual, ello para poder tener certeza de cual tarifa es la que se le debe de aplicar, así como en relación al adeudo que se señala en el acto impugnado, de igual manera como se integra dicho adeudo, que meses, conceptos, y montos corresponden.
En esa tesitura, ante la insuficiente fundamentación y motivación del acto impugnado, esta Sala Unitaria concluye, que el recibo folio **********, de fecha de vencimiento diecinueve de agosto de dos mil dieciocho, derivado del contrato número **********, se ubica en la causal de ilegalidad e invalidez prevista por el artículo 250 fracción II del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luís Potosí; lo que conlleva a determinar su nulidad parcial, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 251 del propio ordenamiento legal, para el efecto de que el Organismo Intermunicipal INTERAPAS, expida un nuevo acto en el que funde y motive de manera suficiente la forma en que determinó dichas contraprestaciones.

Conforme a lo anterior, es importante referirnos a los motivos y razones por las cuales opera la nulidad parcial del acto impugnado; al efecto, se debe establecer que el asunto que nos ocupa, fundamentalmente deriva de la impugnación manifestada por la demandante, en el sentido de que el acto administrativo recurrido se emitió sin sustento legal, ya que no fue debidamente fundado y motivado, bajo ese entendido, se advierte que la impugnación obedece a un vicio o incumplimiento de requisitos formales, que bien pueden corregirse sin que se afecten los intereses del particular; razón por la cual, se decretó la nulidad parcial del acto impugnado, para los efectos especificados en el párrafo que antecede, ello con fundamento en lo dispuesto en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo del Estado.

Sirve de apoyo, la Tesis Aislada emitida por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, Época: Novena Época, Registro: 194116, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo IX, Abril de 1999, Materia(s): Administrativa, Tesis: III.2o.A.54 A, Página: 571, que establece:

“MOTIVACIÓN INSUFICIENTE EN MATERIA FISCAL. DETERMINA NULIDAD PARA EFECTOS Y NO LISA Y LLANA. Si la nulidad se declaró por un vicio formal, como lo es la motivación insuficiente, es inconcuso que en términos de lo dispuesto por el artículo 239, fracción III, último párrafo del Código Fiscal de la Federación, en relación con el numeral 238, fracción II del citado ordenamiento legal, la nulidad debe decretarse para efectos y no de manera lisa y llana. Lo anterior es así, porque cuando la violación aducida implica el estudio de fondo, la nulidad debe ser lisa y llana, en cambio, cuando se trata de vicios formales, la nulidad debe ser para efectos; y, en la especie, si la Sala Fiscal aduce que el crédito impugnado carecía del requisito de motivación, por insuficiente, es evidente que se trata de un vicio de carácter formal, porque sí se está en el caso de declarar la nulidad de la resolución impugnada, porque se consideró que la autoridad demandada en la resolución impugnada no estableció las causas particulares, razones inmediatas y circunstancias especiales que llevaron a la mencionada Sala a determinar que el interés fiscal no alcanzó a ser garantizado con los bienes de la empresa, y por ello que resultaba insuficiente la motivación de la demandada, es por lo que, repítese, la nulidad no debe ser lisa y llana por no estarse en la hipótesis del numeral 238, fracción IV del código tributario federal, sino que se está en el supuesto de la fracción II del mismo artículo, porque se trata de la omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afectan las defensas del particular y trascienden al sentido de la resolución impugnada..- Revisión fiscal 133/99. Columba Enriqueta Alcaraz Beatriz. 25 de marzo de 1999. Unanimidad de votos. Ponente: Tomás Gómez Verónica. Secretario: Gustavo de León Márquez..- Véase: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo IX, febrero de 1999, página 455, tesis VIII.2o. J/24, de rubro: ‘SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACIÓN, CUANDO LA VIOLACIÓN ADUCIDA IMPLICA UN ESTUDIO DE FONDO, LA NULIDAD SERÁ LISA Y LLANA, EN CAMBIO, CUANDO SE TRATA DE VICIOS FORMALES, LA NULIDAD SERÁ PARA EFECTOS.’.”

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1, 7 fracciones I y III, 9 fracción III, 24, 33, 35 fracción VIII, 37 fracciones II, V, VI y VII, y 54 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa, y los artículos  1, 2, 248, 249, 250 fracción II, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado es de resolverse y se resuelve:
R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado resultó competente para resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado, y por consecuencia se decreta su NULIDAD PARCIAL, de acuerdo a los razonamientos precisados y para los efectos referidos en el Considerando SEXTO de la presente resolución.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora; y por oficio a la autoridad demandada.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
